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22275 PLENO. Cussttón de tnconstttuctonaltdad núme­
ro .ulsa. SentsrtCfa nl1lnero 75/1983, tJe-" de
agosto.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Ma­
nue! Garcla-Pelayo y Alonso. Presidente. y don Jerónimo Aro-­
zameoa Sierra, don Manuel Diez de Velasco Vallelo, dotia Glo­
ria Begué Cantón, don Luis Diez Picaza. don Francisco Tomu
y Valiente. don Rafael Gómez-Ferrer Morant. don Angel Escu­
der." del Corral. dOD Antonio Truyol Serra y dOD Francisco Pera
Veroaguer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de lnconstitudonaUdad número 44/82. promo­
vida por la Sala Segunda de 10 Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Territorial de Barcelona, sobre el articulo 28.2, bJ,
del Decreto 1166/1960. de 23 de mayo, por el qUe se aprueba' la
Ley esp9í'ial para el Municipio. de Barcelona, en relación con
loa articulas 14 y 23.2 de la. Constitución, surgida. en los autos
acumulados 183-369/198() de dicha Sala, y en la que han com­
parecido el Abogado de la Generalidad de Cataluña, en repre­
sentación de este OrganOí el Abogado del Estado, en repre­
sentación del Gobierno; el Fiscal General del Estado y el Pre­
sidente del Parlamento CatalAn, siendo ponente el Magistrado
don Angel Escudero del Corral. quien expresa el parecer del
Trjbunal.

l. ANTECEDE;NTES

1. Mediante Resolución de 11 de diciembre de 1979 la Direc­
ción General de Administración Local convocó concurso p.ara
1& provisión en propiedad de la plaza de Interventor de fondos
del Ayuntamientr de Barcelona, estableciendo como requisito
para participar en dichl cOlÍcurso, entre otros, el no rebasar
quien lo solicitare la edad de sesenta años, tal y como exige
el articulo 28.2, b), del Decreto 1166/1960, de 23 de mayo, pOr
el que Se aprueba el texto articulado de la Ley Especial para el
Municipio de Barcelona.

Contra dicha Resolución don Pedro Casanovas Juncosa inter­
puso recurso de reposición, y contra su desestimación formuló
recurso conten:ioso-administrativo, al amparo de la Ley 62/
1978 ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo Segunda
de la Audiencia Territorial da Barcelona, que JoJ tramitó COD
el número 183/1980. .

2. El mismo u.ctor paralelamente presentO solicitud para
tomar parte en el citado concurso ante la Dirección General de
Admfnistración Local, que no admitió esa petición por acuerdo
de le de abril de 1980, contra el cual entabló recurso de repo­
sición, que al, ser desesUmado, determinó que formulara re­
curso contenc1oso-administrativo ante la propia Sala Segunda
de la Audiencia Territorial de Barcelona, que lo tramitó con
el número 369/1980, acumulándolo al anterior, por auto de 9
de diMembre de 1980.

3. Ambos trecursos tienen el fundamen to de tachar de ins­
coóstitucional y subsiguIente derogación del lImite de edad de
seseI)ta a1'\os, establecido por el articulo 2&.2, b), de la· Ley
ESp&Cial del Municipio de Barcelona. que el autor estima con­
trarh al articulo 14 de la Constitución, por establecer una
desigualdad por edad que no Uene JusUficaeión razonable al-
¡una en su favor. . .

En el escrito de contestación a las demandas aludidas, de
f~ha 20 de enero de 1961, e: Abogado del Estado sostuvo la
constitucionalidad y vigencia de la norma referida y 88 opuso
a ~ pretensi9n del demandante.

4. Tras habers.. declarado conclusa la fase estricta y ha.­
bersa sedalado dia para la votación y fallo. la Sala. medIante
1'rovidencfa de 29 de septiembre- de 1981, acordó, de conformi..
dad con el articulo M de la Ley Orgánica del Tribunal Cons­
titucional. 01r a laa partes y al Ministerio Fiscal para que en
el plazo comOn e improrrogable de diez días pudieran alegar
sobre la pertinencia de plantear o no la cuestión de inconstitu­
cional1dad ante el Tribunal Constitucional. El Ministerio Fis­
cal sostuvo la inconstitucionalldad de la norma, y las partes
rett~raron sus tesis iniciales. también en favor de la inconstitu­
monalidad del demandante, y de la constitucionalldad, el Abo­
gado del Estado.

s. Por auto de 12 dé diciembre de 1981 la Sala de lo Con·
tencIoso-Administrativo de la AudIencia Territorial de Barce­
lona. acordó elevar al Tribunal Comtltuclonal la cuestión de
lnconstitucfonali(iad por entender que el articulo 28.2, bl, de la
Ley Espeda! para el Municipio de Barcelona, texto articulado
apn.bado por Decreto 1168/1980, de 23 de mayo, pudiera ser
comrarla a los artículo. 14 y 23.2 de la Constitución.

8. Por medio d3 providencia que dicta el 2S de febrero de
1982 la Sección Segunda del Tribunal Constitucional acordó
admitir a trAmite la cuestfón. acusar recibo a la Sala Segunda
de lo. Cont~nctoso·AdminlstratIvode la Audiencia Territorial
de Barcelona y, de conformidad coa el artfculo 37.2 de la Ley
Orgánica del TrfibunaJ Constltuclonal, dar traslado de la mi!­
ma ,al Congreso de los Diputados y al Senado ¡::or conducto
de sus Presidentes, al Gobierno. por conducto del Mlnisterto de
JustIcia, y al Fiscal general del Estado, ast como al Parlamento
y al Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluila, por con-

ducto de sus respectivos Presidentes, a fin de que en el plf;lZO
común e improITOgabJe de quince dias pudiE!ran personarse en
el procedimiento y formular alegaciones. En este plazo han
acusado recibo el Congreso y el Senado, asi como el Parl....
mer.to de Catalu:Oa, si bien sin formular alegaciones, y las
han realizado el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cata-­
ll,;.i\a. y en su nombre, el Abogado de la Generalidad; el Go­
bierno, y en su nombre, el Abogado del Estado, y el Ministerio
Fiecal.

7. En sus alegacionep el Abogado de la Generalidad d.
Catalui\a &Stablece unas consi4eraciones generales del principio
de igualdad ante la Ley del artículo 14 de la CE, analizando
la jurisprudencia de este Tribunal sobre el mismo y ,del Tribu·
nal Europeo de Derechos Humanos, para justificar el trato
desigual cuando 'posee una justificación ob1etiva y razonable.
Fija una relación entre dicho articulo 14 y el 23.2 y 103.3 r'e
la Cf.. y analiza. el artículo 28~2, bl. de la Ley Especial citada.
prACisarido que la limitaci6n de edad a los sesenta afias 8e
justifica porque las funciones que ha de desempefiar el Interven­
tor en un Ayuntamiento como el de Barcelona exige una espa.
cia) capacidad de acción, que en términos generales no suele
cuncurrir en persorias de edaa más avanzada, y además porque
ese límite de edad impide que la plaza se adjudique en con­
cur'.lo a personas en qui9nes reste un plazo relativamente breve
pa-1I la lubilación de modo que apenas tengan tiempo para
impcnerss en los cometidos que la Ley les encarga. La Ley
pretenda asegurar la más completa capacidad de los concur­
santes en el futuro desempetlo de la plaza. Todo ello significa.
que no se trata de UD"l. discriminación arbitraria y que, en
consecUencia, la norma es conforme a la Constituci6n. ya que
ha de ser enjuiciada no sólo desde Iqs articulas 14 y 23.2, sino
también desde el 103.3. que establece los ,principios de méritos
y capacidad para el acceso a la funct6n pública.

s. El Abogado del Estado alega q"ue no es aconseJable ex­
tenaer el principio de igualdad para eliminar requisitos legales
que el intérprete considere superfluos, pues existe un ,amplio
campo de eh'cdón entre alternativas posibles, faltando un «ter­
cluro comparationis_ que dectda el respeto o la lesión de la
igualdad. no pudiéndose comparar la Ley Especial que impone
el limite de los sesenta aftas con el régimen general de los fun­
ci~nartos iocales que no exige esa condición, pues son Leyes
de d',stinto alcance por partir de supuestos. de hechos diferentes,
no pudiéndose sustituir formulaciones· analíticas habituales
por soludones apriorfsticas, incapaces de lograr Un luido je
valor adecuado. La Ley Especial no es inconstitucional. El legis­
lado~ sustrae del régimen normativo singular y no discrtmina~

torio. No puede aceptar80A considerar la situación personal del
funclonarfio demandante y compararla con cualqltier otro fun­
cionario que concvrsó a plaza de Interventor de otro Ayunt....
m.iento, pues desde este ángulo existe desigualdad. debiendo
estarse a otro parámetro. cual el del Ambito normativo. que en
el caso es el propio Ayuntamiento de Barcelona. en su propia
peculjaridad de ser, distinta al 'régimen común de otros mu­
nir:ipios, por lo que el tema debe enjuiciarse desde la pers­
pectiva de la Ley Espedal, que recoge la exposición de motivos
de ella, no estando el término comparativo en el e~·caJafón. de
funcionarios, sino en el régimen orgAnico o bloque normativo
en que éste se adscribe, 10 que lleva a inevitables diferencias de
trato entre funclonarios de idéntica extracción, justificadas por
la') diversas funciones y regimenes orgAniCos propios, que ope­
ran sobre el principio de igualdad, en el marco de cada Orga.­
nización concreta. Al margen de esto, la cuestión puede en­
juiciarse, con un Juicio de valor sobre la racionalidad del pre.
cepte.. para conocer si está Justificado según la realidad el tra.­
tamiento dispar de la edad como causa de promoción o ascen­
so de loS funcionarios púbUcos, No se trata de una presunción
de incapacidad, sino de amparar la melar gesti6n o servicio
utilizandr:r- criterios selectivos de sign1ffcación positiva. El ar­
tículo 23.2 remite a las Leyes, y todos los derechos fundamen­
talas tienen un limite, en este caso el componente organizativo
que atiende a las condiciones de operatividad y eficacia de
fa AdministracIón. La determinación de la racio!1alidad deriva
de las funciones del Interventor de fondos del Ayuntamiento
de· Barcelona, con su aseo;¡or{a y fiscalización de toda la gestión
econtmica y financiera de. un municipio importante, que en­
traña diferencias cuantitativas que hacen razonable la fijación
de una edad tope inferior a la general por el volumen de trabajo
que aconseja una reducción, exigiendo una experimentación
previa y aptitudes ftsicaJ como requisitos diferencladores pro·
duetos de la' experiencia, que impone un 'SuPuesto de hecho
disti:lta al. régimen común. El articulo 103.3. de la CE atiende
al mérito y la capacidad. La Ley cuestionada no interfiere el
principio de igualdad. y no lesiona el 103.3 porque no afecta
al ¡:,rlnc1pio de capacidad como criterio de acceso a IR función
pObllca. pues se tráta de ver la singularidad de estos puestos
de trabaJo. con volumen cierto y relieve singular de labor de
gestión, frente a trabajos menores. Suplicó que se declare la
plena Cl)nstttucionalidad de la norma cuestionada.

9. El MInisterio Fiscal en sus alegaciones esencialmente esti­
ma qUe la desigualdad IntroQucida no puede apoyarse en el
fundpmento razonable de ajustar la edad a las necesidades del
servieto, porque 8i bien 8e imp!d't el acceso al cargo a los
mayores dt" sesenta afios, no se impide. en camhlo, la perma­
ne':1cia en el mismo de quienes alcancen dicha edad en el
desempei'lo de sus fundones. lo qUe pone de manifiesto que
la. norma no pueda apoyarse en una disminución de la capa­
cida.d del funcionari9do al rebasar el limite de. edad qUe esta-
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bIeca. Estima que ha de llegarse & estimar inconstitucional el
lJreoepto cuestionado por infringir tanto el principio de 19ual­
dad del articulo 14 de 1& Constitución como el que especial·
mente establece el arUculo 23.2 para el acceso de los ciudada­
nos a los cargos públicos, ya qUe en definitiva da un trato
desigual a los funcionarios de una misma edad sin una Jus­
tificación racional bataota para ello.

10. El ~sidente· del Parlamento de Catalufta se personó
en la cuestión de inconsUtucionalidad, sin efectuar alegaciones
por no estimarlo necesario.

11. Se señaló por providencia de 21 de "lulio de 19a3 la deli­
beración y fallo de la cuestión para el día 28 siguiente. en la
que el Pleno llevó a debido efecto ambas actuaciones.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. La norma cUya constitucionalidad se cuestiona y exige
pronunciamiento del Tribunal Constitucional se encuentra. COD­
tenida en el articulo 28.2, b), del Decreto Il66/1960, de 23 de
mayo, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley Espe­
cial para el Municipio de Barcelona -reproducida y ratificada
legalmente en el articulo 72.3 del téxto articulado de la Ley 41/
1971 de 19 de noviembre, ,"probado por Decreto de 6 de octubre
de 1911, de Bases del Estatuto de Régimen Local-, establecién­
dose en eIJa que la provisión de plazas de Secretario general,
Interventor y depositario de fondos para el Ayuntamiento de
dicha ciudad se efectuará mediante concurso, en el que se
exigirá, entre otras condiciones minimas, la de no rebasar la
edad dt:l sesenta afias, exigencia ésta que la Sala de lo Conten­
cioso-Admihistrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona
estimó que podia ser contraria a los articulas 23.2 y 14 de la
Constitución Española, al vincular la posibilidad de concurso
a una condición o circunstancia personal fijando la edad máxi·
ma de se<;enta años.

No es, sin embargo, la totalidad de dicho precepto lo que
este Tribunal debe enjuiciar, sino tan sólo el condicionamiento
que ponoe para la provisión de las plazas de Interventor de
fondos, porque el faIJo del Tribunal que plantea 18 cuestión
sólo depende de la validez de la norma cuestionada en este
extremo concreto y no en los relativos a la provisión de las
plazas de Secretario general y de depositario de fondos, por
lo que a equal contenido ha de limitarse forzosamente el obje.
to de la f.:entencia. porque, como ya; precisó la Resolución de
este Tribunal numero 17/19B1, de 1 de junio de 1981 (.Boletín
Oficial del Estado- número 143, de 6 de junio), ésta .no es una
acción concedida para impugnar de modo directo y con carácter
abstracto la validez de la Ley .. , y quedaria desvirtuada en su
naturaleza si a través de ella se pidieran o se hicieran .pro­
nunciamientos innecesarios o indiferentes para la dt-cisión del
proceso en que la cuestión se suscita.. y que en el presente caso
tiene como .questio iurís.. constitucionalmente relevante la del
requisito de la edad a que se somete la provisión de la plaza.
de Interventor de fondo~ del Ayuntamiento de Barcelona. por
obra del articulo 28.2, b), del Decreto 1166/19130, de 2:j de mayo,
por el que se aprueba el texto articulado de la Ley Especial
para el Municipio de Barcelona, todo ello en el bien entendido
que esta limitación no prejuzga la decisión que pudiera adop­
tarse si se .s\iscitan otros casos· relativos a los demás supuestos
que quedl:in excluidos de afectaciÓn en el proceso presente.

2. El articulo 14 de la Con~titución configura el principio
de igualdad ante la Ley como un derecho subjetivo de los ciu­
dadanos, evitando los privilegios y las desigualdad':ls discrimi­
n-atarias entre aqUéllos, siempre que se encuentren dentro de
las propias situaciones de hecho,. a las que deben correspon­
der un tratamiento Jurídico igual, pues en tales supuestos la
norma debe ser idéntica para todos, comprendiéndolos en sus
disposiciones y prevision"'!s con la misma concesión de derechos
que eviten las desigualdades, pues de no actuarse legislativa·
mente de tal manera surgiría: Un tratamiento diferenciado a
causa de una conducta arbitraria, o al menos no debidamente
justificada" del poder público legislativo. Sólo le resulta posible
al legislador, en adecuada opción legisiativa, establecer para
los ciudadanos un trato diferenciado cuando tenga que resolver
~ituacjones diterenciadas fácticamente con mayor o suficiente
inter.sidliri. que requieran en su soluci6n por su mismo con­
tenido una decisió:.J distinta, pero a tal fin resulta indispen.'
sable que exista una Justificación objetiva. y razonable, de
acuerdo can crite!ios y 1uicios de valor generalmente aceptados.
cuya exigencia deba. aplicarse en relación con la finalidad y
efectos de la medida considerada, debiendo estar presente por
ello una razonable relación de -proporcionalidad entre los me·
dios empleados y la finalidad perseguida y dejando, en defini­
tiva, al legislador con carácter general la apreciación de situa·.
ciones distintas que sea procedente diforenciar y tratar desigual­
mente, siempre que su acuerdo no vaya contra los derechos
y libertades protegidos en los articulas 53.1 y 9.3 de la Cons·
ci6n ni SBa irrazonada, según deriva todo ello de la doctrina
establecida por este Tribunal Constitucional en· las 'Sentencjas
de 10 de julio de 1981, 14 de julio de 1982 y 10 de noviembre
de este último afto, asi como de las sentencias del Tribunal
Eurcpeo de Derechos Humanos de 23 de julio de 1968 y 27 de
octubre de 1915.

8. Para analizar correctamente la constituclonalidad del
precepto cuestionado ea menester precisar que la prohibi.ción de
discriminación, enunciada con carácter general en el articu~

lo 14 de la CE, y concretamente en cuanto al acceso y a la
permanencia en los cargos y en las funciones públicas, en el

articulo 23.2 de la CE, responde a uno de 101 valores superiores
que según la Constitución han de inspirar el ordenamiento
jurídico español. el valor de la ieualdad (art. 1,°, ¡). El derecho
a 1& IgUaldad tiene asi un carácter general que comprende.
los servidores públicos y actila, en el acceso a la función públi~

ca, y a lo largo de la duración de la relación funcionarial, di
modo que los ciudadanos no deben Ber discriminados para el
empleo público o una vez incorporados a la función pública.
La edad no es de las cir~unBta.ncias enunciadas normativamen­
te en el articulo 14, pero no ha de versa aquí una intención
tipificado!"a cerrada que excluya cualquiera otra de las preci­
sadaa en el texto legal, pues en la fórmula del indicado pre.
capto se alude a cualquier otra. condición o circuDstancia
personal o social, carácter de circunstancia personal que debe
predicarae da la edad; de modo que la edad dentro de los
limites que la Ley establece para el acceso y la p!'!rmanencia
en la función pública es una de las circunstancias compren­
didas en el articulo 14 r en el articulo 23.2, desde la perspec.
tiva excluyente de tratos discriminatorios. Per..o seria equivocado
inferir de aqui que todo funcionario, desde el momento del
accese a la función pública y en tanto no se haya operado
la extinción conectada a la edad de jubilación, tiene abiertas.
cualquiera que sea su edad, las posibilidades de ocupar cual.
quier puesto de la organización pública, pues, por el contrario.
en cuanto la edad es en si un elemento diferenciador, será legi.
tima una decisión legislativa que. atendiendo a ese element,J
diferenciador y a las caractertsticas del puesto de que se trate,
fije objetivamente limites de edad que suponga, para los que
la hayan rebasado, la impOSibilidad de acceder a estos puestos.
La cuestión es ahora el considerar si el establecimiento de una
edad máxima para el acceso al cargo de Interventor en los
municipios de régimen especial de Barcelona y Madrid esté,
dentro de esa opción legitima, lo que ha de verse desde una
doble perspectiva, pues, por un lado, se trata de un régimen
especial para los indicados municipios y. desde .otro lado, de
una diferenciación dentro del municipio entre los Interventores
que han rebasado· esa edad y los que se encuentran dentro
del limite que permite acceder al cargo,

4. Coincidentemente todas las alegaciones realizadas en DI
proceso argumentan, partiendo de peculiaridades del cargo cuya
provisión regula, resulta correcto este planteamiento por las ra·
zones ya indicadas y que· conducen a afirmar que al fundamen­
to objetivo y razonable de la diferencia por razón de la edad ha
de buscarse en la plaza en cuyo régimen general especial de
provisión la desigualdad se contiene.

Partiendo de este criterio es preciso poner de relieve que
no basta para lustifica:- como razonable la desigualdad supo­
ner la presencia de una incapacidad personal, o al menos de
inferior capacidad, para desempefiar dicho cargo de Interventor
de fondos a partir de ~a superación de los sesenta aftas de
edad, como asi lo entendió el Tribunal .a quo.. , al basarse
precisamente en la inconsistencia de esta suposición al funda_
mentar el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad,
deqarrollando también el mismo criterio del Ministerio Fiscal,
al alegar en favor de la declaración de inconstitucionalidad
que solicita, pues ciertamente no se trata de una apreciaci6n
.a priorh de insuficiente capacidad personal por la edad, asis­
tiendo a ambos la razón en este rechazo de la presunci6n de
inc'lpacidad como fundamento del trato desigual. porque aun
cuando se admitiera que el cargo de Interventor de fondos
exige una capacidad que no se posee después de los sesenta
añ).'i por el funcionario. tesis diffcilmente sostenible, .quedaria
sin explicar siempre, como agudamente señala el Ministerio
Fü:cal, por qUé a quienes hayan superado esa edad se les
impide acceder al cargo y, en cambio; quienes hayan accedido
al mismo antes de alcanzarla pueden seguir desempei'lándQlo
dec;pués ininterrumpidamente hasta el momento de alcanzar la
jubilación por edad. Ciertamente sólo cabria afirmar que exts~
tlrl"l una .presunción de incapacidad, que a su vez tendrta que
ser examinada desde el punto de vista del principio de igual·
dar1 si resultase que la edad de sesenta atios fuera el limite
para el desempeño ·del cargo, pero no si lo es solamente para el
acceso al mismo, por lo que no es correcto ~rgumentar, como
lo hace el Abogado de la Generalidad de Cataluña. a partir
del artículo 1033 de la Constitución, en el que se establece que
la Ley regulará .el atceso a la función publica de acuerdo a
los principios de mérito y capacidad.. , precepto con ·el qué
se trata de justificar constitucionalmente la norma examinada,
pero que no puede valer a este fin porque, se~n se desprende
de las razones indicadas, no es posible razonablemente aceptar
que el límite de edad enjuiciado obedezca a una aventurada
pre~unci6n acerca de la capacidad general de los por él afee·
tactos. ..

5 La sentencia de 22 de noviembre de 1982 (número 68/82)
de este Tribunal Constitucional, recaida en el recurso de ampa­
ro número 81/82, ha establecido la doctrina de que cuando ~e
soI:.dta la aplJcación del principio de igualdad .compete a .105
Organos del Estado demandados en el procedimiento constitu­
cional la carga de ofrecer los argUmentos que el diferente trata­
miento legal pose~, exigencia la de la carga que no p.uede
entenderse en el sentido extricto procesal de desplazamiento
o inversión del _onus probandi.. , por no tratarse. cierta"!'~nte 1e
hechos materiales sino como imposición dialéctica juetlf1Cadora
de las razones ~alores que hagan posible constitucionalmente
la desigualdad sin caer en la di'SCriminaclón pt?du,?to d.e la
irrazonabilidad y. de su consecuencia, la tnconstltuClonahdad.

En el caso de examen se cumplió la aportaci6n de la argu-
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mentactón Justific&d.orá de la desigualdad, a Juicio del Abogado
de la Generalidad de Cataluna. que alegó, Junto l\ la funda­
mentación por presunción de incapacidad, -que se rechazó.. otra

"mili.."! convincente. sobre la cRusa del limite de la edad 1m·
pUE:'sto por la norma., cual es la. de ase¡rurar la más completa
adt1u16n a travé! de un dilatado ejercicio de 1& función enco­
mendada que mejore el rendimiento del funcionario y del
servicioi y también el Abogado del Est&.do aportó la argumen­
tar:itn sobre el régimen especial que para el' Municipio de Bar­
celona supone el instaurar un componente organlzativo que
atiende a exigencias de operatividad y eficacia de la Admlnis·
tración, que hacen razonable exigir UDa edad tope para con­
cursar Inferior a la general de los concursos ordinarios.

6. La regla. enjuiciad... del articulo 28.2, bJ, con otras, cons­
tituyen el contenido de un régimen especial y singular, pre­
visto en nuestra legislación para' la importante ciudad de Bar­
celona -asi como para la de Madrid en otra norma posterior-,
que suponen un sisten:.a de diversidad porque excepciona el
de uniformidad, que no puede ser valorado o tratado desde el
prt1J.~pio de igualdad qua proclama el articulo 14 de la Cons­
Utuc ión, ya que, por el contrario, prl?porciona un dato pa,ra
Inferir que podrAn establecerse dentro de ese régimen espeCIal
plY:uliaridades o diferencias en la función pública, sin que
por ello, desde una comparación con el régimen común, Ee
pueda concluir que se establece un tratamiento desigual, ya
que la desigualdad -y la proscripción de la desigualdad- no se
produce entra regimenes municipales, al surgir como inevitable
y nttcesario establecer el régimen especial que comporta para
108 cargos func10nartalet Y en concreto para el Interventor de
fondos, el esta.bleclmiento del limite de edad de sesenta años
para poder concursar a la plaza del Ayuntamiento de Barcf!lona,
tTatéJ¡dose indudablemente con dicho limite de evitar que tal
cargo se adjudique a funcionarios que por poseer una mayar
ant;g'Qedad en 1& carrera, tan decisiva en la resolución de los
concursos, les reste un plazo relativamente breve para la jubi­
lación, de modo que apenas tengan tiempo suficiente para
impClnerse de los Importantes cometidos que la Ley les impone
desarrollar ni conocer lB!' peculiaridades del Ayuntamiento
cuyos fondos ha de intervenir, innuyendo de manera decisiva
en el desempeño del servicIo personal y en el que ha de pres·
tarse públicamente en f"vor de los ciudadanos. Deficiencias
y perjuicios qUe Sé evitan con dicha medida, que permite que
al tenerse acceso al cargo a una edad alejada moderadamente
de la jubilación 88 garantice una indispensable permanencia
en el cargo, con la reserva de que si Se produce el cese antes
de 18 jubilación, el cargo· queda abierto a los que cumplan
aquella exigencia de edad no superior a los sesenta atlas.

Por otro lado, si el articulo 28.1 de la misma Ley especiel
exige que los funcionarios ejerzan plenamente las misiones
que tengan encomendadas según la legislación común, es evi­
dente qUe. el-Interventor de -fondos se encuentra al frente de
la asesoría y fiscalizacIón de toda la gestión financiera y 8CO­

nómiéa de un Ayuntamiento tan importante y complicado como
el de Barcelona, recogido por el sistema de Carta especial, con
la delicada gestión contable y presupuestaria qUe precisa una
organización eficaz y operativa que canaIlea el volumen del
trabajo en provecho del mayor rendimJento, haciendo nece­
saria no sólo una experiencia adquirida en momento de pleni_
tud de aptitudes. sloo muy especialmente que ge dilate en
el tiempo durante espacio apreciable, para desarrollar técnica
y p"ácticamente la función, pudiendo determinlir una singula­
ridad en el régimen especial para acceder al cargo de In-
terventor, . '

La diferenciación no constituye un especffico privilegio -o su
contrario, una dIscrfminación- por razón de la edad, sIno
una definición obJetiva y general de las condiciones qUe han
de reunir los Interventores que quieran acceder a los muni­
cipios de régimen especial. La igualdad de tratamiento entre
loa funcionarios .queintegran el Cuerpo nacional que puedan
concursar a la plaza de Barcelona -al Igual que a la de Ma­
drid- se produce en términos abstractos,· pues todos ellos,.
antes de cumplir la edad de sesenta aftas. pueden hacerla sin
excepción si concurren todas las demAs condiciones legales, por
lo que poseen en este sentido y alcance igualdad de oportuni­
dades para el posible acceso a la plaza, aunqUe su adjudica­
ción se· decida por el mayor mérito debido a la apreciación de
otrO!l parámetros estimativos, surgiendo despUés de rebasar
esa edad de sesenta atlas para todos la misma prohibición de
ooncursar.

7. 1.0 expuesto conduce a Justificar que el articulo 28.2, b),
de la Ley especial, con IUS diferencias cualitativas sobre el
ré~men común de funcionarios de la Admloistración Local,
no es discriminatorio Di contrario al principio de igualdad,
porque su contenido se apoya en una situacIón diferenciada que
recibe un tratamIento singular basado en fundamentos razona­
bles según criterios de valor aceptados con generalidad. hallán­
dose dicha norma creact... por el legislador dentro del ámbito
constitucional, ya que la rebala de edad que es el medio em­
pleado sirve adecuada y proporcIonalmente al objeto que se ha
querido amparar y fines a conseguir, sin que por lo demAs
resulte r.ectso que el trato desigual sea el único, ni siquiera el
mejor, e los instrumentos imaginables, ya que no es función
de este Tribunal Constitucional formular Imclol técnicos, ni
tampoco de mera oportunidad, acerca de loa actos '1 disposi­
ciones del poder pttblioo, por lo que en tal "nUdo ha d. resol­
verse la cuestión de lDconstltucionalldad planteada.

FALLO

En atención a todo lo expuesta, el Trib~nal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCrON
DE,LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

No haber lugar a decretar la inconstltucionalidad del artícu­
10.28.2, bJ, del Decreto 1166!UI60, de 23 de mayo, en cuanto
eXlgo no ,rebasar laYedad de sesenta aftos. para tomar parte
en las concursos de provisión de la plaza de Interventor. de
fondos del Ayuntamiento de Barcelona,

Publfquese en el .. Botetín Oficial del Estada.. ,

Dada en Madrid a: 3 de agosta de 1983.-Manuel García.Pelayo
y Alonso,-Jerónimo Arozamena Sierra.-Manuel Diez de Ve­
lasco VaIlejo.-Gloria Begué Cantón.-Luis Diez Picazo.-Fran­
cisco Tomá.s y Valiente.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel
E~cudero del Corral.-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera
Verdaguer.-Firmados y rubricados,

Voto disidente en la cuesttón de inconstitucionaltdad m'>
mero 44/82, qUe formulan los Magistrados doña Gloria Begué
Cantón, don Luis piel. Picaza, dan Francisco Tomds y Valien­
te, don Rafael Gomez Ferrer Moro1}t y don Antonio Truyoi
Serra.

El. artículo 28.2.bJ del Real Decreto 1166/1960, de 23 de mayo
de dIcha afia, p~r el que se aprobó el texto articulada de la
Ley Especial para el Municipio de Barcelona estableció como
requisito pare participar en los concursos para la próvisión
de plazas de Secretarios e Interventores de dicho Ayuntamien­
to, el de no contar con una edad superior a sesenta afias in­
t:oduciendo una desigualdad por raZón de edad, en el tote­
rror del Cuerpo Nacional de Secretarios e Interventores de la
Administración Local y en la legislaciÓn _general sobre Admi­
nistración Local, donde todas las funcionarias pueden concur­
sar mJentras se encuentran en activo servicio. .

La sentencia de la qUe disentimos considera que ·esta. des­
I~ualdad na es discriminatoria y, par consiguiente, que no
VIola el artfculo 14 de la Constitución porque a la norma que
la establece puede encontrársele un' fundamento razonable
que consiste en la eyitación de la multiplicidad de concursas
que en otro caso se producen cuando concursan personas pró­
ximas a la edad de jubilación.

Esta solución tropieza. con dificultades. Para qUe una even~
tual desigualda~ en tre ciudadanos que ocupan situaciones igua­
les quede exclUida del articulo 14 de la Constitución. na basta
que la opción elegida par el legislador o la norma dictada
presenten una justificación razonable. No basta justificar la
ratio de la norma, parque, si así fuera, la regle. de la igual­
dad ante la ley del artículo 14 de la Constitución se confun­
dirla par completo ron la regla de la interdicción de la arbi·
trariedad del artfculo 9. o

El articulo 14 de la Constitución contiene tres figuras dis-
tintas: . '

al Un principio general del derecha, de suerte Que cual­
Quier excepción a él tiene que ser sometida a una .. estrictQ.
interpretación "restrictiva...

bJ Un derecho su':ljetivo de los ciudadanos qUe les permi,·
te recabar de las Tribunales la tutela y protección para que
la igualdad rota sea restablecida; y .

el Una limitación del poder legislativo, que impide que
el legislador pueda dictar normas jurídicas introduciendo des-
igualdades. .

No se treta., por consiguiente; de justificar la razón de ser
de la norma para hacer pasible la desigualdad, sino de Jus.­
tificar la ruptura de la igualdad en si misma, que sólo puede
encontrarse en una tutela de bienes Jurldicos, que estén conS­
titucionalmente protegidas y tengan cará.cter superlor a los
qUe resultan sacrificados, siempre que se dé una regla de
propordonaltdad entre el· bien protegido y el derecha sacrj.­
ticado.

La medida establecida par la disposición en cuestión no
cumple los antedtchos requisitos. Establece una dable deS­
Igualdad:

a) La de los municipios de Barcelona y Madrid respecto
a todos los demás de Espafta en orden a los concursas de tras­
lada para cubrir las plazas de Interventores y' otras ahora no
discutidas.

b) La de las Interventores mayores de sesenta at\os res­
pecto a los de edad inferior,

Ambas desigualdades exigen una fustificación suficiente,
qUe na puede consistir tan sólo en la exposición de algún ar­
gumento en favor de las nonnas que las contienen, pues ello
sólo semr1a, como ya se ha dicho, para contrarrestar la pa­
sible acusaetón de arbitrariedad, vedada al legislador por el
articulo 9.3 de la Constitución. La justificación implica comO
m1nimo que la dIsposición en cuestión sea adecuada y pro­
porcionada con el fin que persiga '1 que la norma destguall~
taria lo sea. con carácter de generalIdad o constituya una ex­
cepción justificada, y qUe ese liD ,ea de rango constituciO­
nal equiparable a la igualdad.
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si lo' qUe el legislador preconstttucional pretendió al esta­
blecer el artículo 28.2 b) del Decreto 1166/1960, de 23 de mayo,
fue garantizar la continuidad en el ejercicio del cargo de
interventor en los citados municipios, tal fin no resulta pro­
tegido por la norma, pues cualquIer Interventor menor de

. sesenta año'i que acceda a la plaza. tras concurso, puede con­
cursar posteriormente a cualquier otra si éste es su deseoj
en relación con tal supuesto no es esgrimible el juicio de pro· _
babilidad, pues la posibilidad de que se plantee tal situación
basta para poner de me.nifiesto la inadecuación entre fin y
medio normativo.

Si & favor de la l1mitacón de edad para acceder Bt tal car·
go hubiera una ¡,resunción d~ incapacidad referida a las per­
SODas de mas de sesenta aftas, por entender que ia índole y
la intensida'd de la función a desempeftar son inadecuadas para
quienes hayan superado aquel tope de edad la norma es in~
trínsecamente incoherente, porque no impide que continúen
desempeñando el cargo de interventor quienes 10 sean desde
antes de cumplir sesenta aftlJS hasta que cumplan los setenta.

Sí lo que se tratlf es de favorecer la eficacia de la gestión,
tal objetivo podría logra!'~ estableciendo medidas que permi*
tieran una valoración ponderada de la edad entre los dIversos
méritos y circunstancias de los concursantes, para lo cual no
es necesaria ni proporcionada la disposición excluyente que
enjuiciamos, pues bastaría otra tendente a imponer en el con­
curso criterios legislativos de preferencia en favor de los con­
cursantes menores de sesenta años.

Desde este triple punto de vista la norma en cuestión no
es ni adecuada ni proporcionada para el fin que persigue por
todo lo cual no justifica el trato desigual de que hace objeto
a los interventores. menores de sesenta años que podrfl:m con­
cursar a las plazas de Madrid y Barcelona si no fuera por
este articulo 282 b), que al ser injustificadamente desiguala­
torio, resulta discriminatorio y contr8'Tio al articulo 14 de la
Constitución.

Tampoco reúne la norma enjuiciada el requisito de la ge­
neralidad o, al meños, el de la excepcionalidad Justificada.
Por qué ha de establecerse tan drástica exclusión -en Madrid
y Baf"Celona y no en cualquier otro municipio español es algo

Pleno. Recursos previos de inconstitudonalidad nú­
meros 311, 313, 314, 315 Y 318/1982, acumulados.
Sentencia número 76/1983. de ~ de agosto.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por don Ma­
nuel Ga.rcfa~Pelayo y Alonso, fresidente¡ don Jerónimo Aro­
zamana Sierra, don Angel l&torre Segura, don Manuel Diaz
de Velasco Vallejo. don Fnftlcisco Rubio Llorente, doña Gloria
Begué Cantón, don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomás y
Valiente, don Rafael Gómez-Ferrer Mor~nt, don Angel Escude­
ro del Corral, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera
Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los recursos previos de inconstltucionalidad, R'Cumulados,
números 311, 313, 314. 315 Y 316/1982, dirigidos contra el texto
definitivo del proyecto de Ley Orgánica de Armonización del
Proc:eso Autonómico. y promovidos, respec.tivamente, por el
Goblarl'lt) Vasco, representado por don Juan María Vidarte
Ugartfl; por el Parlamento Vasco, representado por don Ramón
Varela Gorostiaga-¡ por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Catalufia, representado por don Rafael Entrena Cuesta, don
José Ramón Parada Vázquez, don José Juan Pinto Rulz y don
Manuel María Vicens Matas; por el P8!I"lamento de Cataluña.
representado por su Presldente, don Heribert Barrera y Costa,
y por 50 Diputados de las Cortes Generales, representados por
don Juan Carlos Aguilez Moreno. En dichos recursos ha com­
parecido el Abogado del Estado, en representación del Gobier*
no de la Nación, y ha sido ponente la Magistrada doña Gloria
Begué Cantón. quien expresa el parecer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES

1. El 2 de agosto de 1982 tuvo entrada. en este Tribunal,
y fue .registrado con el núm.ero 311/82, un escrito firmado por
el Abogado don Juan Marfa Vidarte Uga.rte, en nombre y re­
presentación del Gobierno Vasco. por el que interponía re­
curso previo de inconsUtucionalidad frente «1 proyecto de Ley
Orgáníca de ArmOruzaciÓD del Proceso Autonómico (LOAPAL
Mediante este recurso 88 solicitaba del Tribunal que declarase
~ inconstitucionalldad. del proyecto, tanto en su conjunto, por
Vlo~ación.de los articulas 81.1 y 150.3 de la Constitución, al
atnbuirsele caTacter o naturlfleza de Ley orgá.n.ica y armoniza­
dora, como en relación oon aquellos preoeptos concretos que
se especüicaban por el recurrente.

.2. En la. misma fecha tuvieron entrada los siguientes es­
crItos, en los que 8e formulaba idéntica clase de recurso y

que, cuando menos, DO resulta expUclta y convincentemente
razonado, pero es claro que las medidas excepcionales y res­
trictivas requieren Wia justificación expresa que no se da ni
en la Ley ni en la sentencia respecto & la cual disentimos.

Por otra parte, aunque la eficacia de la Administración
es un. bi~n. constituciunalmente protegido por el articulo 203.1,
tal pnnClplo es de rango inferior I.t 1& igualdad, que es no sólo
un derecho individual de los españoles protegible incluso por
vía de amparo (artjculoB 14 y 53.2 CE), lino un principio al
que está sometido el legislador (articul08 14 y 9.1 CE), e in*
cluso un -valor superior. del ordenamiento (articulo 1.1 CE)
ante el cual deben cederotr08 de rango inferior, pues ea in­
dudable que no puede buscarse la eficacia de la Administra*
ción con medidas legislativas que atenten, como ocurre con la
ahora enjuiciada, contra la igualdad de 101. ciudadanos, apar~

.te de que desconocen el articulo 14 de la 'Constitución, pues
las mentadas razones de organización no Ion peculiarel de
ese Ayuntamiento y por otra parte no determinan la necesaria
proporcionalidad. entre los fines que se trata de obtener y la
lesión del derecho a la igualdad qUe producen. Debe señalar­
se ademas que tampoco consiguen una duración de las per­
sonas en el cargo. pues no impiden a éstas abandonarlo o re*
nunciar a él cuando les plazca.

A la misma conclusión se puede llegar partiendo del ar·
ticulo 23 de la Constitución, pues si bien este articulo reco*
nace el derecho de acceso a .los cargos públlcos en las condi­
ciones establecidas en la Ley. se hace preciso dejar en claro
que el acceso no es sólo genéricamente a la función pública.
sino a cada uno de sus tramos y esferas y 8! cada uno de los
cargos. y que la remilión qUe el artículo 23 hace a las condi­
ciones establecidas por la Ley no es unarem.islón que permita
en este caso una libertad absoluta. del legislador. sino que
encuentra los limites genéricos de la Constitución, entre los
cuales se encuentra de nuevo el establecido en el artículo 14.

Por todo ello entendemos que la cuestión ha debido ser es·
timada y Ululada. por inconstitucional. la ~ma discutida.

Madnd, ... de agosto de 1983.-Glona Begué Cantón.-1"u.is
Diez Picazo.-Francisco Tomás y Valiente.-Rafael Gómez*Ferrer
Morant.-Antonio Truyol Serra.-Firmados y rubricados.

se solicitaba asimismo la inconstitucionaUdad. de la totalidad
del proyecto de LOAPA y de 108 preceptos concretos que se
sellalaban.

1.0 El firmado por don Ram6n Varela Gorostiaga, Abogado
y Letrado Mayor del Parlamento Vasco. en nombre y represen,­
tadón de esta Institución, que fUe registrado con el nUmero
313/1982.

2. o El que firmaban los Abogados don Rafael Entrena Cues­
ta., don José Ramón Pa.nula Vázquez, don José Juan Pinto RuiZ
y don Manuel María Vicens Matas; en nombre y representa­
ción del Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña,
que fue registrado con el número 31411982.

3. o El suscrito por don Heribert Barrera y Costa, Presi*
dente del Parlamento de Cataluila, en nombre y representación
de esta. Institución, que fue registrado con el número 315/l982.

3. En la misma fecha, y con el mismo significado que los
anteriores. fue presentado en. el Juzgado de Guerdia, y tuvo
entrada en este Tribunül al día siguiente, otro 13scrito, que
formulaban cincuenta Diputados de las Cortes Generales,· quie­
nes a efectos de representación designaron al Diputado don
Juan Carlos AguilM' Morano. Este último recurso seria regis­
trado con el número 316/1982.

4. La seCción de Vacaciones de este Tribunal acordó el dia
3 de agosto de 1982 lo siguiente: -

1.0 Tener por presentados los cinco escritos anteriores.
2.0 • Comunicar a los Presidentes del Congreso de los Dipu­

tados y del Senado.· asi como al Presi4ente del Gobierno. que
la interposición de los referidos recursol de conformid&d con
lo dispuesto en·el articulo 79.2 de la Ley C>rgánica del Tribunal
Constitucional, suspendía automáticamente la tramitación del
proyecto de Ley objeto de los mismos, en los términos estable-
cidos en dicho precepto. .

3.° Recabar del Presidente del Senado la remisión del texto
definitivo frente al que se interponian los recursos, a lo Que
se procedió con fecha 5 de agosto.

4. o En lo que le refiere al recurso suscrito por los cincuen*
ta Diputados, requerir a sus firmantes para que ratificasen la
representación mencionada en el cuerpo del mismo.

5. El ~{a S de septiembre del mismo afto el Tribunal. Cons­
titucional acordó poner de manifiesto. a todas las represent&­
ciones de los recunentes la documentación remitida por el
Presidente del senado. a fin de que en el plazo de quince dlas
precisar8!ll o· completaran las respectivas impugnaciones.

6. Con fecha 23 del mismo mea el Presidente del Parlamento
de Catalufta remitió a este Tribunal el escrito con el que pre­
cisaba y completaba el recurso por su representación inter·
puesto.

7. Con fecha 11 de septiembre habia tenido entrada en este
Tribunal un elcrito de la representación de los cincuenta Di­
putados recurrentes por el que ésta solicitaba la prótTOga del
plazo anteriormente señalado, al objeto de precisar o completar

•


